
Un tribunal de justicia de Perú anuló por fallas en la
acusación un juicio en curso por lavado de activos contra
la excandidata presidencial Keiko Fujimori, en el marco del
escándalo de Odebrecht, y ordenó reiniciar el proceso.

El juicio a la hija del expresidente Alberto Fujimori y
más de 40 acusados vinculados a su partido Fuerza Popu-
lar había comenzado el 1 de julio de 2024, en medio de
gran expectativa mediática.

“Desarrollar un juicio con una imputación deficiente
constituye una puerta abierta hacia la arbitrariedad”,
estimó el juez Max Vengoa, tras comunicar el fallo del
Tercer Juzgado Penal Colegiado Nacional, que asegura que
hay inconsistencia y falta de objetividad de la fiscalía en
las imputaciones contra los acusados. 

La fiscalía había pedido una condena de 30 años y 10
meses de cárcel para Keiko Fujimori.

La decisión de la Corte se basó en una reciente senten-
cia del Tribunal Constitucional (TC) que anuló la acusación
fiscal contra uno de los coacusados y ordenó que el proce-
so retorne a una fase intermedia, conocida como control
de acusación, donde un juez verifica si la acusación cumple
los requisitos para dar paso a un juicio oral. 

Si la impugnación de la fiscalía no prospera, esta deberá
revisar la acusación y presentar una nueva.

Fujimori, líder de Fuerza Popular, el principal partido de
derecha de Perú por el cual se postuló tres veces a la
presidencia, es acusada de recibir 1,2 millones de dólares
ilegalmente del gigante brasileño de la construcción Ode-
brecht para las campañas de 2011 y 2016. La fiscalía la
acusa por lavado de activos y crimen organizado, obstruc-
ción a la justicia, así como declaración falsa en un procedi-
miento administrativo. Ella asegura que es inocente.

JUSTICIA PERUANA DETECTÓ FALLAS EN LA ACUSACIÓN POR LAVADO DE ACTIVOS:

KEIKO FUJIMORI es investigada por el financia-
miento de sus campañas en 2011 y 2016. 
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En el marco de uno de los casos
judiciales que rodean al Presiden-
te del Gobierno español, el socia-
lista Pedro Sánchez, el Tribunal
Supremo de ese país citó para el
29 de enero al fiscal general del
Estado, Álvaro García Ortiz, co-
mo investigado en un caso de su-
puesta filtración de documentos. 

García Ortiz deberá compare-
cer por el delito de revelación de
secretos sobre la pareja de la pre-
sidenta de la región de Madrid,
Isabel Díaz Ayuso, la estrella as-
cendente del opositor Partido Po-
pular (PP, derecha conservadora).
El tribunal también citó, entre
otros, a la fiscal provincial de Ma-
drid, Pilar Rodríguez, en este caso
que genera una fuerte polémica
política en España y que podría
terminar involucrando directa-
mente al gobierno. 

Con “destino
Presidencia 
del gobierno”

La investigación que involucra
ahora al fiscal general surgió a
raíz de la publicación en varios
medios de comunicación del con-
tenido de un borrador de acuerdo
entre la Fiscalía y el empresario
Alberto González Amador, novio
de Ayuso, quien es investigado
por presuntamente haber cometi-
do fraude fiscal entre 2020 y 2021,
cuando una compañía suya se de-
dicó a prestar servicios de salud y
multiplicó sus ingresos durante la
pandemia de covid-19.

El juez que lleva el caso, Ángel
Hurtado, considera que hay indi-
cios de que el fiscal general pudo
haber participado en la divulga-
ción de la información sobre Gon-
zález Amador. En el auto divulga-

do ayer menciona que un correo
electrónico objeto de la filtración
circuló “con salida” de la Fiscalía
“y destino Presidencia del Go-
bierno” y de ahí al medio de co-
municación ElPlural.com. El ma-
gistrado se apoya en un informe
de la Guardia Civil española so-
bre una “participación preemi-
nente” de García Ortiz en esa fil-
tración de marzo de 2024 “de una
información reservada y confi-
dencial que no debió divulgarse”.

El documento judicial explica
que la fiscal provincial envió a
García Ortiz el correo entre el
abogado de González Amador y

el fiscal que lo investiga, pero
solo tras la recepción por el fis-
cal general “es cuando tiene lu-
gar su difusión” en medios de
comunicación.

Hurtado estima que fue utiliza-
do “con una clara finalidad políti-
ca” por el Partido Socialista
(PSOE) en contra de Ayuso.

El Tribunal Supremo está in-
vestigando a García Ortiz desde
octubre, un hecho sin precedentes
en la historia judicial española.

Una persecución
“salvaje”

Jefa de filas del ala dura del PP y
férrea crítica del gobierno, Ayuso
ha defendido a su pareja y denun-
ciado una persecución “salvaje”
de los “poderes del Estado” en su
contra.

La presidenta madrileña acu-
sa al entorno de Sánchez, en
connivencia con el fiscal gene-
ral —que es seleccionado por el
gobierno—, de la filtración so-
bre su novio.

Este caso ya provocó la dimi-
sión del líder socialista en la re-
gión de Madrid, Juan Lobato, por
haber implicado en los hechos a
una asesora de La Moncloa.

La citación de García Ortiz se
produce cuando Sánchez está ro-
deado de una serie de investiga-
ciones judiciales a personas de su
entorno, como su esposa Begoña
Gómez y su hermano menor, Da-
vid Sánchez, responsable de es-
pectáculos en vivo en la provincia
de Badajoz, en el suroeste del país.

Los conservadores, entre otras
fuerzas de oposición, han recla-
mado la dimisión de García Ortiz,
primer fiscal general investigado
desde la recuperación de la demo-
cracia en España. Sánchez defien-
de su actuación.

Deberá presentarse el 29 de enero:

Fiscal general español es citado
a declarar como investigado
por filtración de documentos 
El caso involucra al novio de la presidenta de la Comunidad de
Madrid, quien alega que lo intentan perjudicar por motivos políticos. 

FRANCE PRESSE Y EFE 

LA INVESTIGACIÓN contra García
Ortiz es inédita, desde el retorno de
España a la democracia.
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MADURO tomó posesión acompañado del Presidente cubano, Miguel Díaz-Canel, y del nicaragüense, Daniel Ortega.
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Arropado por diferentes
leyes que le permiten
inhabilitar o encarce-
lar a opositores, y con

la Asamblea Nacional (AN, Par-
lamento), el Consejo Nacional
Electoral (CNE) e incluso el Po-
der Judicial y las Fuerzas Arma-
das subordinadas al régimen,
Nicolás Maduro consolidó su
poder sobre Venezuela la sema-
na pasada al tomar posesión para
un tercer mandato que se pro-
longará hasta 2031, y que ahora
pretende reforzar con una nueva
reforma constitucional que le
otorgará aún más control sobre
el país, siguiendo los pasos de
Cuba y Nicaragua.

“El primer decreto que firma-
ré será constituyendo una am-
plia comisión nacional e interna-
cional para ir a una gran reforma
constitucional”, dijo el mandata-
rio durante un acto oficial, en el
que informó que esta comisión,
que contará con “todos los secto-
res políticos, sociales, culturales
y económicos del país”, será la
encargada de redactar las refor-
mas a la Carta Magna, cuyo obje-
tivo es “definir con claridad el
modelo de desarrollo venezola-
no para los próximos 30 años”.

El mandatario, además, dijo
que la iniciativa “tendrá que
darse en el seno de la Asamblea
Nacional”, de amplia mayoría
chavista, y aunque aún no se sa-
be qué artículos de la Constitu-
ción buscará cambiar, los exper-
tos temen que termine por otor-
gar el control total del poder a
Nicolás Maduro, que asumió la
presidencia el viernes, en medio
de los cuestionamientos de la
oposición, que denuncia un
fraude en las presidenciales del
pasado 28 de julio y reivindica la
victoria del exiliado Edmundo
González Urrutia.

“De ser un hecho que Maduro
pretende reformar la CRBV (la
Constitución de Venezuela), se
trataría de la estocada final para
deshacerse de todo vestigio ins-
titucional democrático”, dice a

par en una elección competitiva.
Creo que hacia ello apunta la re-
forma, además de la proscrip-
ción de la actual oposición de-
mocrática”, agrega Puerta-Riera.

Mayor represión 
a la disidencia

También se cree que podría
aumentar la represión contra
opositores, siguiendo el modelo
represivo de Nicaragua, luego
de que el régimen venezolano
pusiera en marcha leyes que, por
ejemplo, contemplan penas de
hasta 30 años de cárcel a perso-
nas que cometan “delitos políti-
cos”, o que obligan a las ONG a
declarar sus fuentes de financia-
miento y aumentan el control so-
bre ellas, tal y como sucede en
Nicaragua, donde miles de ONG
han sido cerradas y cientos de
opositores detenidos. Ortega y

su “copresidenta”,
Rosario Murillo,
i m p u l s a r o n e n
2024 una reforma
constitucional que
les dio control ab-
soluto de los pode-
res del Estado, y
que también po-
dría querer imitar
el líder chavista.

“Maduro se ha
visto derrotado en
el último proceso
electoral, y ha te-
nido que enfrentar

otra ola de más de 400 protes-
tas ciudadanas (...). En este con-
texto, tiene todo el interés en
evitar que esto vuelva a ocurrir.
Por lo tanto, es probable que las
reformas constitucionales que
está pensando tengan como ob-
jetivo reducir el espacio cívico y
político, y blindar el control de
su partido sobre todos los pode-
res del Estado”, comenta Tizia-
no Breda, analista sénior para
América Latina y el Caribe de
Acled, una organización sin fi-
nes de lucro de análisis de datos
sobre conflictos.

po de elección popular, y de esa
forma no dar explicaciones res-
pecto del desglose del escrutinio,
advierten los expertos. Esto sería
clave para el chavismo de cara a
los comicios parlamentarios y re-
gionales que se espera sean con-
vocados este 2025.

“El principal interés de los
cambios anunciados a la Carta
Magna es darle rango constitu-
cional a la figura de las ‘comu-
nas’, como división territorial y
política del país, así como a los
llamados ‘consejos comunales’
como la máxima expresión de
participación ciudadana, que
permita que ellos puedan esco-
ger funcionarios mediante elec-
ciones de segundo grado. Esto
eliminaría, o relativizaría, al voto
universal, directo y secreto como
método de selección de los fun-
cionarios”, señala Rafael Uzcáte-
gui, sociólogo y director de la
ONG Laboratorio de
Paz.

Precisamente el
mandatario ha ade-
lantado que uno de
los objetivos de las
reformas es reforzar
el poder de las “co-
munas”, organiza-
ciones civiles crea-
das por el chavismo
encargadas de tareas
como la distribución
de alimentos subsi-
diados y la captación
de votantes, y cuyo
fortalecimiento es visto por la
oposición como una forma de
restar poder a funcionarios elegi-
dos como gobernadores y alcal-
des, señala France Presse. 

“Luego de la reforma se van a
convocar inmediatamente elec-
ciones de gobernadores y alcal-
des”, pronostica Uzcátegui. “Pa-
ra mantener a la sociedad movili-
zada en torno a una lógica electo-
ral que coloque a la oposición en
la coyuntura dilemática de parti-
cipar o no participar”, dice el ex-
perto. “De ahora en adelante será
muy difícil, o imposible, partici-

en el sistema electoral, que per-
mita la instauración de eleccio-
nes de segundo grado, un meca-
nismo que ya usa el régimen cu-
bano, mediante el cual los ciuda-
danos eligen a “delegados” que
son los que votan por los cargos
públicos.

Con este tipo de comicios, Ma-
duro podría saltarse cualquier ti-

definida y otorga amplios pode-
res al Ejecutivo.

Cambios electorales
inspirados en Cuba

Entre los aspectos que más
preocupan a los expertos está la
posibilidad de que el régimen
chavista lleve a cabo un cambio

“El Mercurio” María Puerta-
Riera, profesora de ciencias polí-
ticas del Valencia College y ex-
perta en Venezuela, que agrega
que “en esta etapa lo que pode-
mos esperar es que Maduro y su
régimen blinden su control so-
bre el poder político”, aun cuan-
do la actual Constitución de
1999 ya permite la reelección in-

Siguiente etapa para el chavismo:

Maduro promete impulsar una 
“gran reforma constitucional” 
con la que busca blindar su poder

EVA LUNA GATICA

Los analistas creen
que introducirá
cambios en el
sistema electoral y
aumentará la
represión contra
opositores, con
Cuba y Nicaragua
como referentes.

COMICIOS
Las reformas
podrían darse
previo a las
elecciones
parlamentarias y
regionales
programadas
para este 2025.
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No puede ser que por

culpa de una sola

persona los

bolivianos

constantemente

tengamos que vivir en

una sensación de

zozobra y terror. No

lo vamos a permitir”.

EDUARDO DEL CASTILLO
MINISTRO DE GOBIERNO BOLIVIANO, EN

REFERENCIA A LAS PROTESTAS

IMPULSADAS POR SEGUIDORES DEL

EXPRESIDENTE EVO MORALES

BOLIVIA:

Anulan juicio contra Keiko Fujimori por caso Odebrecht

El Presidente brasileño, Luiz Inácio Lula da Silva, sancionó ayer una
ley que prohíbe el uso de teléfonos celulares en las escuelas públicas y
privadas del país, tanto durante las clases como en los recreos.

Lula celebró que Brasil se une así a otros países, entre los que citó a
España y Francia, que “ya han hecho lo mismo” y consideró que la
medida es “absolutamente necesaria”, porque “el ser humano nació
para vivir en comunidad” y precisa “abrazos, miradas y atención”. El
mandatario también subrayó que él mismo, desde que asumió el gobier-
no, impide que sus ministros y otros funcionarios participen en reunio-
nes oficiales con sus teléfonos, porque al igual que sucede en las escue-
las, “distraen” a quienes los utilizan.

La nueva ley, aprobada por el Parlamento a finales de 2024, contem-
pla algunas excepciones y establece que los teléfonos celulares podrán
ser utilizados por los alumnos en las escuelas, entre otros casos, cuando
sea con “fines pedagógicos” y bajo la supervisión de los profesores.

La normativa entrará en vigor en el actual año lectivo y, en los deba-
tes realizados en las cámaras legislativas, fue justificada por estudios
que han detectado problemas de rendimiento académico atribuidos al
uso de los teléfonos, sobre todo en las clases. La prohibición será aplica-
da en toda la educación básica, lo cual incluye los niveles preescolar,
primario y secundario.

Una ley similar fue aprobada en noviembre en el estado de São Paulo,
que ha sido pionero en ese tipo de medidas en Brasil.

Lula sanciona ley que prohíbe el
uso de celulares en colegios
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